CNCiv., Sala G, 25/04/2007. - Biganzoli, Héctor Javier c. Torrisi, Antonio s/escrituración

En la Ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a los 25 días del mes de abril de dos mil seis, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para conocer en el recurso de apelación interpuesto en los autos caratulados: “Biganzoli, Héctor Javier c. Torrisi, Antonio s/escrituración”, respecto de la sentencia de fs. 203/210 el tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: ¿Es justa la sentencia apelada?

Practicado el sorteo resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: señores jueces de Cámara doctores Omar Jesús Cancela; Leopoldo Montes de Oca; Carlos Alfredo Bellucci.

A la cuestión planteada el doctor Cancela dijo:

La sentencia dictada a fs. 203/210 dispuso –mejor dicho, lo hizo el magistrado que la suscribió–, admitir la demanda y, como consecuencia de ello, condenó al demandado, Antonio Torrisi, a otorgar a favor del actor la escritura traslativa de dominio del inmueble de la calle Miralla..., Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el plazo que allí indicó y las sumas mencionadas en el consid. V, es decir, la cláusula penal, que redujo a la suma de $ 10 diarios y los daños reclamados a fs. 33 vta., que por ser “costos” deberá reclamarlos en la etapa de ejecución de sentencia. Postergó la regulación de honorarios para el momento en que se precise el monto del proceso.

Contra esa decisión, como era dable esperar, dedujo recurso de apelación el vencido, a fs. 215, el que fue concedido mediante la providencia de fs. 216.

Ya ante este tribunal, expresó sus agravios a fs. 224/25, centrando sus dardos en lo que considera un análisis errado y discriminatorio del juzgador respecto de los derechos y obligaciones emergentes del contrato o promesa de contrato de compraventa inmobiliaria, prescindiendo de los elementos de convicción aportados al proceso, especialmente la prueba testimonial.

Desde el vamos debo señalar mi coincidencia con la contestación de fs. 228, en cuanto afirma que la presentación en análisis no reúne los recaudos que exigen las disposiciones de los arts. 265 y 266 del cód. procesal. No solo no contiene una crítica certera y razonada de los fundamentos del fallo de la instancia de grado, limitándose a discrepar con el análisis del susodicho material probatorio y de su eficacia, sino que tampoco se hace cargo de los argumentos centrales del pronunciamiento, construidos en torno a las claras y concretas previsiones contractuales del boleto, cuyo original obra a fs. 22, especialmente en cuanto la cláusula cuarta exigía que la venta se realizara sobre títulos perfectos y que, ante el conocimiento de la existencia de un embargo trabado en los autos “Arone Domingo H. M. M. c. Torrisi Antonio s/med. precautorias”, que tramitaron ante el Juzgado en lo Civil Nº 43 de la Capital Federal, el vendedor se comprometía a pagar “...en el día de la fecha...” (la deuda que dio sustento al embargo) y, consecuentemente, a efectuar la inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble.

Es obvio que, ante tan categóricas previsiones contractuales, que explican que en el acto del boleto se haya pagado alrededor del sesenta por ciento (60%) del precio de venta, carece de virtualidad que la persona que haya llevado el dinero para el pago fuera el representante de la inmobiliaria interviniente, como dice el testigo Silbermins y que los recibos y escritos destinados a obtener el levantamiento del embargo se entregaran al letrado del comprador (fs. 73, 4ª preg.; comparar decl. de fs. 75, 2ª repreg.), lo mismo que la materialización del trámite destinado a obtener un segundo testimonio del título o el pago de honorarios a los profesionales intervinientes (fs. 77/9, testigo Masini, repreg. 5ª y sigs.). El demandado, como parte vendedora del contrato, no podía eludir el deber jurídico de colocarse en situación de suscribir la escritura traslativa de dominio al vencimiento del plazo de sesenta días previsto en el boleto; tampoco podía escudarse en una “falta de colaboración” del comprador, que parecía consistir en un refuerzo de la suma pagada, para afrontar otras obligaciones (fs. 42 bis), ya que el saldo del precio se pagaría al otorgarse el instrumento público.

Como queda dicho, lo cierto y concreto es que el deber jurídico pesaba sobre el demandado, que no lo cumplió y en tanto, al comprador sólo le restaba pagar el referido saldo del precio en la oportunidad señalada en el párrafo anterior. Por esas dos trascendentales razones la famosa carta del 11 de noviembre de 2002 (conf. fs. 6), carece de toda virtualidad para colocar en mora al adquirente; por un lado, el incumplidor de una obligación inexcusable, como es el levantamiento del embargo, para dejar expedito el camino de la escrituración, no está legitimado para colocar en mora a su cocontratante, que no incumplió ninguna de sus obligaciones previstas en el boleto. Desde otro punto de vista, debe recordarse que el requerimiento o intimación a cumplir, con virtualidad para colocar en mora al contrario, debe cumplir con ciertos requisitos, referidos tanto a las personas que pueden efectuarlo o ser destinatarios del requerimiento, debe ser categórica, apropiada, en cuanto al objeto, modo y tiempo del pago, de carácter coercitivo y, finalmente, de cumplimiento factible (conf. Llambías, “Tratado...”, “Obligaciones”, t. I, pág. 138, nº 107 y sus citas y pág. 143, nº113 y sigs., así como la doctrina y fallos que cita a partir de la nota nº 45).

En el caso, Torrisi no estaba en condiciones de efectuar tan absurdo requerimiento, cuando él no había cumplido a su vez la principal obligación a su cargo, como lo era el levantamiento del embargo; por lo tanto no podía exigir el pago del saldo del precio, que debía integrarse al suscribirse la escritura traslativa de dominio, cuya fecha de otorgamiento tampoco podía fijar el comprador, porque al no haberse acreditado la desaparición de la medida cautelar que impedía el acto de disposición, era inútil toda convocatoria al respecto, como lo demuestra el acta notarial de fs. 24/5.

Si ello es así, como creo, hizo bien el juzgador en aplicar la cláusula penal pactada por las partes, morigerándola en sus guarismos para que no fuera confiscatoria.

Como consecuencia de lo brevemente expuesto, considero que deben rechazarse las quejas expuestas contra la sentencia en crisis y, en consecuencia, confirmarla en cuanto ha sido materia de agravios, con costas de alzada al apelante vencido.

Los doctores Montes de Oca y Bellucci votaron en el mismo sentido por razones análogas a las expresadas en su voto por el doctor Cancela.

Y Vistos: Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo que antecede, se confirma la sentencia de fs. 203/210 en todo lo que decide y fue materia de agravios. Costas de alzada al apelante vencido. Los honorarios profesionales se regularán una vez fijados los de primera instancia. Notifíquese y devuélvase. – Omar J. Cancela. – Leopoldo Montes de Oca. – Carlos A. Bellucci.

